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El presente artículo es resultado de la investigación denominada "El principio 
de Favorabilidad frente a la libertad condicional”, cuya hipótesis está 
planteada, desde el Estado Social de Derecho, para promover la discusión 
acerca de la transformación jurídica penal militar que se debe asumir frente al 
tema de la libertad condicional supeditada al principio de favorabilidad, ello 
con ocasión de la entrada en vigencia del Nuevo Código Penal Militar en 
comparación con el anterior y el desarrollo legal, y jurisprudencial que ha 
tenido el artículo 64 del Código Penal de la Justicia ordinaria ante la 
honorable Corte Suprema de Justicia. 
 
Para obtener información, los estudiantes que participaron en el proyecto  
recurrieron a fuentes exclusivamente documentales, siendo éstas: las leyes, 
la jurisprudencia y la doctrina jurídica, entendiéndose las mismas como 
principal elemento de consulta; se empleó igualmente dos métodos como lo 
son el histórico y el comparativo y del estudio se obtuvieron dos conclusiones 
básicas a saber: 1.) Existen diferencias fundamentales entre el actual y 
anterior Código Penal Militar en cuanto a los requisitos que se deben cumplir 
para el otorgamiento de la libertad condicional 2) Uno de los mecanismos 
sustitutivos de la pena privativa de la libertad como lo es la libertad 
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condicional contenidos en el nuevo código penal militar debe aplicarse a la 
luz del principio de favorabilidad.     
  
El objetivo general es promover discusión jurídica en cuanto a uno de los 
mecanismos sustitutivos de la pena de la libertad como lo es el artículo 64 
del Nuevo Código Penal Militar,  identificando los elementos que  lo 
diferencian de la ley anterior (Ley 599 de 2000) y su aplicación en virtud del 








This article is the result of the investigation known as "The principle of 
favorability to probation, which hypothesis is raised from the Social rule of 
law, to promote the discussion of how the application of the principle of 
favorability on the subject must be understood in study, that under the new 
Military Penal Code in comparison with the previous legal development", and 
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La Constitución Política de Colombia del año 1991, le ha encomendado a los 
integrantes de la Fuerza Pública dos misiones esenciales como lo son las de 
defender la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y 
el orden constitucional, así como  propender  por el mantenimiento de las 
condiciones  necesarias para el ejercicio, por parte de los ciudadanos de los 
derechos y libertades públicas y el desarrollo de la convivencia pacífica, para 
el cumplimiento de esta tarea trae consigo la realización de labores 
particulares, especiales que en ocasiones representan un riesgo de afectar 
los derechos individuales de los coasociados, para ello se ha desarrollado 
una disciplina castrense  que implica el acatamiento de normas y patrones de 
conducta específicas de los cuerpos armados que no tienen vigencia en 
otras instituciones del estado, por esta razón la supervisión y vigilancia del 
acatamiento de estas normas en desarrollo de la misión constitucional deben 
estar enmarcadas dentro de un régimen especial; es así, como la carta 
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política y las nuevas tendencias del derecho tanto a nivel internacional como 
nacional, le exigen al código penal militar una reforma con el fin de ser 
coherente con el espíritu de sus principios fundamentales y desarrollarlos 
adecuadamente 
 
De acuerdo a la doctrina en el mundo existen diversos modelos de Justicia 
penal militar entre los cuales de destacan: 1) Los modelos que insertan  la 
justicia militar dentro de la estructura de mando, los cuales evolucionaron en 
el sentido  de consagrar las garantías propias del debido proceso, y de 
introducir elementos de profesionalización con respecto a la composición del 
órgano jurisdiccional; 2) Los modelos que reconocen la separación de la 
justicia penal militar, independiente de la estructura de mando, unas veces 
articulada  al poder ejecutivo y otras integrada exclusivamente a la rama 
jurisdiccional; 3)Los modelos que implican una absorción de la justicia  militar 
por la justicia ordinaria (Alemania  y Francia). En colombia la estructuración 
constitucional de la justicia penal militar responde a un modelo intermedio 
que se soporta sobre el reconocimiento constitucional de la institución del 
llamado fuero militar (art. 221 C.N.) “
1
”. La actual reforma a la Justicia Penal 
Militar en Colombia es una de las más significativas en el ámbito jurídico, en 
ella se definen elementos esenciales de aquellos delitos relacionados con el 
servicio y trae consigo otros cambios que tienen por objeto darle un alcance 
más imparcial, objetivo y efectivo, más transparente y para lograr ello, se ha 
acoplado no solo a los más sensibles y recientes estándares internacionales 
sino también al desarrollo normativo interno Colombiano, posicionando este 
tipo de administración de justicia dentro de los más avanzados en lo 
relacionado con su código penal militar; es precisamente dentro de este 
                                                          
1
 Fuente Doctrinaria: Comentarios al nuevo Código Penal Militar  - Autor: Brigadier General Edgar 
Peña Velasquez Doctor en Derecho Universidad Nacional Capitulo Primero El derecho Penal 
Militar. Pag. 1 y 2, Ediciones Librería del profesional 2001. 
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proceso de modernización,  actualización jurídica y de integración normativa 
que surgen  ciertos puntos críticos que deben someterse a debate dadas las 
implicaciones que traen para quienes son destinatarios de la aplicación de la 
norma y de la misma forma por quienes son los encargados de ponerla en 
funcionamiento. 
 
Lo anterior quiere decir que aunque se justifique la existencia de la rama del 
Derecho Penal Militar, esa justificación no erige en autónomas las 
prescripciones  de dicho código pues, ellas tienen que someterse a principios 
generales  y al ordenamiento constitucional del país. Por otra parte, sus 
vacíos tienen que llenarse con las normas que regulan lo que, por 
imprevisión, no contempla dicho código.2 
 
En vista que  dentro de este proceso de actualización jurídica que ha recibido 
el ordenamiento penal militar colombiano se ha referido entre otros aspectos 
a los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y en especial 
al referente a la libertad condicional, resulta relevante mediante un trabajo de 
investigación realizar un análisis de este aspecto dada la coexistencia 
normativa a la que se van a ver sometidos los destinatarios y aplicadores de 
la norma durante el proceso de transición de la ley 522 de 1999 hacia la 
implementación de la ley 1407 de 2010, (Código anterior y nuevo de la 
justicia penal militar), por cuanto la nueva norma ha consagrado ciertas 
diferencias de la legislación anterior, en lo referente al tiempo de condena 
como prerrequisito para acceder al beneficio de la libertad condicional, así 
mismo se ha referido a los derechos de las víctimas y al aumento del tiempo 
                                                          
2
 Justicia Penal Militar y sus inconstitucionalidades – Omar Daza Ariza Arango – Oficial en uso de buen 




restante para el cumplimiento de la pena en caso que este sea entendido 
como periodo de prueba.  
 
 
1. COMPARACIÓN DEL ARTÍCULO 64 DEL NUEVO CÓDIGO PENAL 
MILITAR CON EL ARTÍCULO 75 DEL CODIGO PENAL MILITAR 
ANTERIOR 
 
Iniciando con la primera parte de la presente investigación, haremos 
referencia al tema de la libertad condicional contemplado como uno de los 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, contemplada en 
el código penal militar anterior, el cual establecía:  
 
CAPITULO IV.   DE LA LIBERTAD CONDICIONAL. ARTÍCULO 
75. CONCEPTO: (Ley derogada por la Ley 1407 de 2010. Ver Art. 
628 sobre su vigencia. El juez concederá la libertad condicional al 
condenado a la pena de arresto mayor de tres (3) años o a la de 
prisión que exceda de dos (2), cuando haya cumplido las tres 
quintas (3/5) partes de la condena, siempre que su personalidad, 
su buena conducta en el establecimiento carcelario y sus 
antecedentes de todo orden, permitan suponer fundadamente su 
readaptación social.3 
 
Ha de entenderse entonces que este mecanismo establecía unos requisitos 
a los cuales se debía someter el condenado para el otorgamiento de su 
libertad, los cuales se encuentran plenamente definidos en la citada norma 
de la siguiente manera: 1. Que la pena de arresto debe ser mayor de tres (3) 
                                                          
3
 Fuente Legal: Ley 522 de 1999, Código Penal Militar – Diario Oficial 43.665 del 13 de Agosto de 
1999. Editorial LEGIS. 
8 
 
años o la de prisión debe ser superior de dos (2) años. 2. Que debe haber 
cumplido 3/5 partes de la condena 3. Que su personalidad, su buena 
conducta y antecedentes permitan suponer su readaptación social. Es de 
esta manera y bajo el cumplimiento de estos tres requisitos en la 
normatividad anterior que se presupone queda cumplida la condición para 
acceder a su libertad.4 
 
Pero es en cuanto a la nueva redacción de este mecanismo que surgen las 
diferencias de orden legal y por consiguiente en cuanto a su aplicación 
puesto que la nueva normatividad ha sido redactada atendiendo los 
parámetros del Código Penal Ordinario, veamos:  
 
“LEY 1407 DE 2010  CAPÍTULO III. DE LOS MECANISMOS 
SUSTITUTIVOS DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD. 
ARTÍCULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. El juez podrá 
conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de 
la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible, 
cuando haya cumplido las tres quintas partes de la pena y su 
buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro 
de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su 
concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la 
reparación a la víctima.  
 
                                                          
4
 Fuente Doctrinaria: Palabra condicional: Sujetar a condición (V. CONDENA, LEGADO, LIBERTAD Y 
OBLIGACIÓN) – Diccionario de Ciencias Jurídicas Políticas y Sociales. MANUEL OSSORIO. Editorial 
Heliasta 3ra. Edición 2004. 
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El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá 
como período de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el 
juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto.” 5 
 
Se observa del análisis de los dos artículos que la redacción en el nuevo 
Código Penal Militar  es idéntica a la contenida en el también artículo 64 de 
la ley 599 de 2000, norma que recientemente fue modificada, salvo el 
término de cumplimiento de la pena que para el caso del código penal 
ordinario es “de las dos terceras partes.”6  Es necesario  entonces  y de 
manera anticipada a la referencia de la transformación jurídica de la 
normatividad penal militar, referirnos a notas al pie de página del orden 
jurisprudencial en cuanto a la ley 599 de 2000 en el citado artículo 64, en lo 
concerniente a las expresiones: “previa valoración de la gravedad de la 
conducta punible”7; y en cuanto a la expresión “de la reparación de la 
víctima”, las cuales fueron declaradas exequibles por la corte Constitucional.8 
 
Una vez hecha la salvedad anterior, la cual le corresponde al orden 
jurisprudencial, es necesario hacer énfasis en que el pronunciamiento del 
máximo ente constitucional sobre el código penal ordinario y a pesar que el 
nuevo código castrense, trae consigo una copia similar del mismo artículo 
                                                          
5 Fuente Legal: LEY 1407 DE 2010  (agosto 17) Diario Oficial No. 47.804 de 17 de agosto de 2010 Por 
la cual se expide el Código Penal Militar 
6
Fuente Legal: Ley 599 de 2000. Artículo 64 – Libertad Condicional Diario Oficial 44097 del 24 de Julio 
de 2000 Editorial LEGIS 2011. 
7
 Fuente Jurisprudencial: Sentencia C-194 del 2 de marzo de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy 
Cabra. “previa valoración de la gravedad de la conducta” En el entendido  de que dicha  valoración  
deberá atenerse a los términos en que fue evaluada la gravedad de la conducta  en la sentencia 
condenatoria por parte del juez de la causa.  
8
 Fuente Jurisprudencial: Sentencia C-823 del 10 de Agosto de 2005, M.P. Alvaro Tafur Galvis. “En 
todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación de la víctima” 
En el entendido que en caso de demostrarse ante el juez de ejecución de penas – previa posibilidad 
de contradicción por la víctima y el ministerio público – la insolvencia actual del condenado, el no 




referente a la libertad condicional, será este organismo el encargado de 
pronunciarse sobre su exequibilidad en caso de ser demandado por 
inconstitucionalidad; no obstante es de anotar que la nueva normatividad trae 
consigo reformas de carácter sustancial en cuanto a que no impone un límite 
al tiempo de condena, siendo en la norma anterior un requisito sine qua non 
que esta fuese superior a los tres años de arresto o a los dos años de 
prisión, por consiguiente he allí una variación que ha de tenerse en cuenta en 
el siguiente capítulo del presente trabajo para efectos de la aplicación del 
principio de favorabilidad y las repercusiones que ello implica. En segundo 
lugar notamos que al subrogado penal de libertad condicional en la nueva 
normatividad se encuentra supeditado al pago total de la multa y de la 
reparación de la víctima, y no obstante el pronunciamiento constitucional 
para el Código penal ordinario, ha de tenerse en cuenta que este requisito de 
igual forma se encuentra vigente hasta la fecha, no obstante y en vista que la 
normatividad anterior no lo contempla de igual forma se debe analizar a la luz 
del principio de favorabilidad como se hará en el capitulo siguiente y en vista 
que ya se tiene identificado este punto crítico que se ha generado con el 
presente cambio de normatividad al igual que el contenido del inciso segundo 
del mismo artículo 64 del Nuevo Código Penal Militar el cual establece: “El 
tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de 
prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo en 
otro tanto.” . 
 
2. LA LIBERTAD CONDICIONAL A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 
FAVORABILIDAD 
 
Recordemos que el principio de Irretroactividad de la ley surge 
estrechamente ligado al de legalidad, la citada norma rectora nos indica que: 
“nadie puede ser condenado  por acciones u omisiones que en el momento 
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de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. Tampoco se 
puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone 
la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.”9, 
por consiguiente se trata de un precepto legal que recoge y complementa 
estos principios con el de favorabilidad,  el cual surge cuando una nueva ley 
sustancial o procesal  de efectos sustanciales regula de manera más benigna 
la intervención penal ante  las circunstancias de tiempo, se está igualmente 
considerando  e imponiendo  como un límite al derecho penal que restringe 
la sanción de las conductas a la existencia de la ley vigente al momento de 
comisión u omisión del hecho punible, por consiguiente esta regla de lo más 
favorable ha de aplicarse no arbitrariamente  sino en los términos 
expresamente legales y “en el momento de la definición de lo que es punible 
así como de la ejecución de la pena”10 y es precisamente la órbita de 
ejecución de la pena el que nos interesa en el presente trabajo en especial 
aquella etapa que se alcanza por parte del condenado el cual le permite 
acceder a uno de los subrogados penales como lo es la libertad condicional.   
 
Ningún ordenamiento  jurídico  demoliberal, garantista  y respetuoso de las 
libertades y derechos fundamentales puede omitir la regulación de las 
oportunidades, requisitos y condiciones para que cese el estado de privación 
de la libertad, sea este producido por sentencia que imponga pena de prisión 
                                                          
9
 Fuente legal: Artículo 9° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 
Costa Rica, adoptado mediante Ley 16 de 1972), bajo el título de “Principio de legalidad y de 
retroactividad” 
10
 Fuente doctrinal: A lo anterior agréguese que el principio de legalidad opera tanto en el momento 
de la definición de lo que es punible (criminalización primaria), al aplicar la ley y al ejecutar la pena 
(criminalización secundaria), lo cual significa que esta debe ejecutarse no arbitrariamente, sino en los 
términos prescritos en la ley, de modo que, como lo expresa Bustos Ramírez, las leyes de ejecución 
penal han de recoger las garantías, derechos fundamentales y libertades públicas consagradas 




o arresto (libertad condicional) o por medida de aseguramiento 
(excarcelación o libertad provisional), en dos claras opciones tradicionales 
como un beneficio erigido en categoría normativa o como una relación fáctico 
– jurídica generadora de derechos subjetivos para el condenado. La 
concepción de la institución de la libertad condicional como beneficio se 
presenta doctrinal y legislativamente, como una facultad judicial de 
concesión, como un atributo en determinados grados potestativo del juez. 
Por el contrario se erige como un derecho subjetivo del condenado cuando 
se instituyen como causales circunstancias objetivas que una vez producidas 
y acreditadas producen legalmente la obligatoriedad de su reconocimiento.11 
 
Inicialmente ha de entenderse que la libertad condicional es un concepto 
propiamente del derecho Penal y penitenciario de especial importancia para 
comprender el mandanto constitucional de la reeducación y reinserción 
social; es una manera de seguir cumpliendo condena, pero en libertad, 
mediante el cual el estado le otorga confianza  a quien está a punto de 
terminar su condena y quiere volver a ser parte activa de la sociedad, por 
consiguiente resulta bastante adecuado que en la legislación penal  militar se 
hubiese incluido este mecanismo como forma sustitutiva de ejecución de la 
pena unificando el nuevo código a la experiencia ya obtenida de la justicia 
penal ordinaria sobre la cual ya existen pronunciamientos por parte del ente 
constitucional sobre el tema como ya se especificó en el capitulo anterior. 
Una vez que se ha hecho referencia al pronunciamiento del máximo ente 
constitucional relacionado con el Código de la Justicia Penal Ordinaria Ley 
599 de 2000, en cuanto al artículo 64, relacionado con uno de los 
subrogados penales como lo es el otorgamiento de la libertad condicional y 
teniendo conocimiento de las diferencias que traé consigo la nueva 
                                                          
11
 Comentarios al nuevo Código Penal sustancial – Análisis comparado Ley 599 de 2000. Legislación 
modificatoria y legislación anterior. Ediciones Doctrina y ley Ltda. 2003 
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normatividad de la legislación anterior, es indispensable entrar a realizar un 
análisis de ambos casos bajo la óptica del principio de favorabilidad. 
 
Como ya se indicó el artículo 64 de la Ley 1407 de 2010 no se refiere a un 
límite del tiempo de condena mientras que en la norma anterior Ley 522 de 
1999, exigía que fuese superior a los tres años de arresto o a los dos años 
de prisión; en cuanto a este punto ha de tenerse en cuenta que en aquellos 
casos en los que la persona privada de su libertad,  que hubiese sido 
condenado en vigencia de la ley 522 de 1999, se encuentre cumpliendo su 
condena por tratarse de un delito cuya pena no supera los tres años de 
arresto o los dos años de prisión, en virtud de la aplicación del principio de 
favorabilidad12, que determina que tanto en materia penal como procesal la 
ley permisiva o favorable, aún cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable, igualmente hace la salvedad 
acerca que este principio también rige para quienes hubiesen sido 
condenados como es el caso del presente estudio, por consiguiente y en 
vista que resulta ser más favorable en este aspecto el  contenido en la ley 
1407 de 2010 que excluyó este límite temporal, ha de concedérsele la 
libertad mediante el trámite correspondiente ante el Juez de ejecución de 
penas. 
Ahondando más en el tema, y en vista que la ley 1407 de 2010 toma como 
referencia para la redacción del artículo  correspondiente a la libertad 
condicional el artículo 64 de la ley 599 de 2000, haremos referencia a la 
variación que recibió este mismo subrogado penal de la jurisdicción ordinaria 
en cuanto al límite temporal que establecía para la concesión de la libertad 
                                                          
12
 Fuente Legal: Ley 522 de 1999 - Artículo 11. Favorabilidad. En materia penal y procesal penal la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable. Este principio rige también para quienes hayan sido condenados. 
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condicional, puesto que inicialmente el citado artículo 64 del Codigo Penal 
Colombiano traía consigo el citado límite de tiempo de condena así: 
"ARTICULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. El Juez concederá la libertad 
condicional al condenado a pena privativa de la libertad mayor de tres (3) 
años, cuando haya cumplido las tres quintas partes de la condena, siempre 
que de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez 
deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la 
ejecución de la pena….” 13; Texto que al ser sometido al filtro constitucional 
fue declarado inexequible bajo el concepto que se generaba una violación de 
los principios de la dignidad humana, así como los derechos a la libertad y la 
igualdad. Decisión que refuerza la teoría del presente trabajo de 
investigación en cuanto a que la referida norma contenida en el artículo 75 
de la antigua ley 522 de 1999, en comparación con el nuevo Código Penal 
Militar genera una discriminación respecto de aquellos que fueron 
condenados a penas privativas de la libertad inferiores a tres años de arresto 
o dos años de prisión y que se encuentren en este momento privados de la 
libertad, es decir, cumpliendo la pena en establecimiento de reclusión, bajo el 
presupuesto que se hallan bajo la misma situación fáctica de aquellos que 
fueron condenados a penas privativas de la libertad superiores al límite legal 
fijado, ejerciendo una potestad de manera discriminatoria puesto que no han 
de tener acceso al subrogado penal a no ser que se dé aplicabilidad al 
principio de favorabilidad contenido en la misma norma y descrito en su 
artículo 11 por tratarse de la norma vigente al momento de comisión de la 
conducta. 
Nótese que dentro de los argumento esbozados por la Honorable Corte 
Constitucional, que sirvieron de fundamento para excluir este límite legal 
                                                          
13
 Fuente Jurisprudencial: Texto de la norma demandada Ley 599 de 2000 – Artículo 64, Sentencia C-
806 de 2002. 
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contenido en el artículo 64 del código penal vigente14, se hace énfasis en que 
no se pueden afectar derechos fundamentales bajo criterios de política 
criminal actual15 , es por ello que el trato debe ser igual para todos los 
condenados sin que se introduzcan elementos temporales que desestimen el 
mandato constitucional; aspecto que resulta ser de alta relevancia respecto a 
la publicación de la nueva norma penal militar que tiene por cimiento  en este 
aspecto el mismo subrogado penal y trae consigo una transcripción bastante 
similar. 
En relación con el tema de la aplicación del principio de favorabilidad por 
prevalencia del artículo 64 de la ley 1407 de 2010 sobre  el artículo 75 de la 
ley 522 de 1999, para el otorgamiento del subrogado penal de libertad 
condicional para aquellos condenados a pena privativa de la libertad que no 
exceda de tres años de arresto o dos años de prisión por tratarse en este 
aspecto de una ley permisiva o favorable, se hallaron igualmente soportes 
jurisprudenciales según los cuales el Juez, se abstiene de atender el límite 
temporal que impone la Ley 522 de 1999,  por considerarlo inconstitucional, 
dado que sobre este mismo obran las mismas razones que dieron lugar a la 
declaratoria de inexequibilidad del inicial artículo del código penal para la 
justicia ordinaria.16. De lo anterior se concluye que no solamente por vía del 
                                                          
14
 Modificado por la ley 1453 de 2011 Art. 25 – que modif. Código Penal y de procedimiento, Infancia 
y adolescencia, se dictan reglas sobre extinción de dominio y disposiciones en materia de seguridad. 
15
 Fuente Jurisprudencial: “En verdad, la Corte no puede aceptar que la discriminación que se 
instituye por virtud del segmento acusado pueda estar justificada hoy en día por razones de política 
criminal, porque el nuevo concepto de necesidad de la pena y su función preventiva especial, así 
como su consagración expresa para los subrogados penales, se predica ahora de todos los 
condenados y no sólo respecto de aquellos que están privados de la libertad por delitos de mayor 
entidad. Por ello, no podía el legislador desatender tal principio introduciendo al mismo tiempo en la 
norma acusada un elemento temporal que lo desconoce para algunos condenados…”  Corte 
Constitucional - Sentencia C-806 de 2002 MP. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 
16  Fuente Jurisprudencial: En síntesis, la Corte considera que las expresiones normativas que fijan 
límites punitivos para el otorgamiento de la libertad condicional en el artículo 75 del Código Penal 
Militar, son también inconstitucionales,  por las mismas razones que motivaron la declaración de 
inexequibilidad parcial del artículo 64 del Código Penal, y que los condenados a penas iguales o 
16 
 
principio de favorabilidad los condenados a penas privativas de la libertad 
cuyo tiempo de arresto no excedan de tres años o prisión que no exceda de 
dos años tienen derecho a acceder al subrogado penal de la libertad 
condicional, sino que de igual forma, por tratarse de una normatividad 
abiertamente inconstitucional por violación de derechos fundamentales como 
la dignidad, la libertad y la igualdad no es exigible al privado de la libertad 
que su condena debe ser superior a estos límites para que éste pueda tener 
acceso a este beneficio, puesto que el citado requisito raya con las funciones 
de prevención y resocialización de la pena, dado que se estaría negando el 
reconocimiento de su reincorporación a la sociedad, según la doctrina “La 
función resocializadora del sistema penal adquiere relevancia constitucional, 
no sólo desde el punto de vista fundamental de la dignidad (art. 1 CP.), sino 
también como expresión del libre desarrollo de la personalidad humana 
(art.16 CP.), La función de reeducación  y reinserción social del condenado, 
debe entenderse como obligación institucional de ofrecerle todos los medios 
razonables para el desarrollo  de su personalidad, y como prohibición de 
entorpecer este desarrollo. Adquiere así pleno sentido la imbricación 
existente entre la dignidad, la humanidad en el cumplimiento de la pena y la 
autonomía de la persona, en relación todas con la función resocializadora 
como fin del sistema penal..”17 
Continuando con el trabajo de investigación, no ha de pasarse por alto que 
en el nuevo Código Penal Militar se exige que para la concesión de la 
libertad condicional, debe existir una “previa valoración de la gravedad de 
                                                                                                                                                                     
menores de tres (3) años de arresto o iguales o menores de dos (2) años de prisión, que se hallen 
privados de la libertad, tienen también derecho a la libertad condicional cuando hayan cumplido las 
3/5 partes de la pena, siempre y cuando concurran los demás presupuestos establecidos en la norma.  
Corte Suprema de Justicia – Proceso 23896 del 26 de septiembre de 2007. MP. Dr. MAURO SOLARTE 
PORTILLA. 
17
 Fuente doctrinal: Nuevo código penal Ley 599 de 2000, compilado y concordado ALEJANDRO 
NAVAS CORONA – Exposición de motivos.  (Sic) Editorial ltda. Bucaramanga 2000. 
17 
 
la conducta punible”, ello no quiere decir que el juez de ejecución de penas 
pueda valorar nuevamente la gravedad de la conducta, sino que por el 
contrario debe tener en cuenta la manera en que la conducta punible fue 
calificada y valorada  previamente en la sentencia condenatoria por el juez 
de conocimiento y este debe ser un elemento o criterio para determinar si 
concede o no el subrogado penal, es de anotar que previamente la 
responsabilidad penal del condenado ya fue analizada ante las instancias 
competentes, por consiguiente el citado estudio deber versar igualmente 
sobre hechos posteriores a la sentencia condenatoria relacionados con el 
comportamiento del condenado al interior del centro de reclusión, es decir se 
trata de una valoración que no riñe con la sentencia emitida por el juez de 
conocimiento y que además de ello también debe tener en cuenta hechos 
posteriores a la sentencia condenatoria.18 
En cuanto al nuevo ingrediente que trae consigo la ley 1407 de 2010 en 
relación con el pago de la multa y la reparación de la víctima, a la luz del 
principio de favorabilidad, es indispensable tener en cuenta que la nueva 
normatividad es más exigente en este aspecto  por cuanto supedita el pago 
de la multa o la reparación de la víctima como un requisito sine qua non, para 
acceder al subrogado penal, a diferencia de la ley 522 de 1999 la cual no 
realiza esta exigencia, puesto que identifica como únicos requisitos para 
acceder al beneficio el límite temporal de la pena impuesta, el cumplimento 
de las 3/5 partes de la condena y la conducta en el establecimiento carcelario 
sin hacer referencia en medida alguna al pago de multa o reparación de la 
víctima; por consiguiente en virtud del obligatorio acatamiento que se debe 
                                                          
18 Fuente Jurisprudencial: De lo expuesto se deduce entonces que cuando el Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad valora la conducta del condenado a efectos de determinar la 
procedencia del subrogado penal de la libertad condicional, lo hace sin quebrantar la prohibición 
constitucional del non bis in ídem, pues su calificación no implica un nuevo juicio sobre la 
responsabilidad penal del condenado. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal – Proceso 
22365 del 02/Jun/04) 
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hacer a esta norma rectora de favorabilidad, aquellos que hubiesen cometido 
conductas punibles durante la coexistencia de estas dos normas, amparados 
en el citado principio, para solicitar el subrogado penal no tienen la necesidad 
de realizar el pago de la multa y la reparación de la víctima. 
Por otra parte, la experiencia jurisprudencial de la legislación ordinaria sobre 
el tema nos enseña que aún en vigencia de la nueva norma, el pago de la 
multa y la reparación integral de la víctima no es un obstáculo insuperable 
para el otorgamiento de la libertad condicional, puesto que en caso que se 
demuestre la insolvencia económica por parte del condenado se encontraría 
inmerso en una excepción y en estos casos el juez de ejecución de penas 
estaría en posibilidad de conceder el subrogado penal dejando un término 
judicial para efectuar el pago cuyo máximo depende de el tiempo que le reste 
para cumplir la totalidad de la pena, e impondrá caución, en caso de 
incumplimiento se hará efectiva la caución y se ejecutará la pena el tiempo 







                                                          
19 Fuente Jurisprudencial “Si no ha pagado los daños e indemnizado los perjuicios y  su situación 
económica se lo permite se le exigirá su cancelación inmediata, pero si carece de recursos o los que 
posee son insuficientes,  le fijará un término judicial de conformidad con lo normado por el artículo 
483 del Código de Procedimiento Penal, cuyo tope máximo será el que le resta para cumplir la 
totalidad de la pena; de no cumplir se le revocará el beneficio, se hará efectiva la caución y se 
ejecutará la  pena en lo que fue suspendida. “Si cumple las obligaciones en el período de prueba la 
libertad se tornará en definitiva. “De esta manera la Sala recoge su postura de exigir como 
presupuesto para conceder la libertad condicional el pago de los perjuicios ocasionados con la 





Resulta ser una situación evidente dentro del artículo 64 del nuevo Código 
Penal Militar, en cuanto al tema de los subrogados penales y en especial el 
referente a la libertad condicional que éste ha sido un desarrollo del mismo 
artículo 64 de la ley 599 de 2000, no obstante y a pesar que desarrolla los 
requisitos legales para acceder al citado beneficio, es inevitable que surgirán 
algunas discusiones sobre la aplicación del principio de favorabilidad en 
cuanto a la norma anterior para aquellas personas que hubiesen sido 
condenadas en vigencia de la ley 522 de 1999 y que a la fecha de expedición 
de la ley 1407 de 2011 se encuentren cumpliendo la pena impuesta, en 
especial en dos aspectos: el primero de ellos el relativo a los condenados de 
arresto de tres años o menor y  pena de  prisión de dos años o menor; y el 
segundo aspecto para el pago de la multa o la indemnización de la víctima. 
En caso de darse aplicación al principio de favorabilidad, en los dos casos 
anteriormente descritos, se encontraran en posibilidad de acceder a la 
libertad condicional los condenados en vigencia de la ley 522 de 1999 que 
hubiesen sido sancionados a penas de arresto o prisión sin distinción del 
tiempo de su condena; por otra parte de la misma forma podrán acceder a la 
libertad condicional quienes se hallen en las mismas circunstancias sin que 
ello implique el pago de la multa o la reparación de la víctima. 
 
Las nuevas tendencias del derecho penal colombiano relativas a la 
protección y reparación de la víctima han generado la expedición de ciertas 
normas que desarrollan la problemática social que vive nuestro país, no 
obstante en este proceso, nos encontramos frente a periodos de transición 
que implican el reconocimiento de estos derechos de las víctimas pero 
exclusivamente hasta el límite que fijan las normas rectoras del derecho 
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